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Tema 9. Políticas educativas 

En este tema nos acercamos al ámbito de las políticas educativas, para ello abordaremos 

brevemente el desarrollo y crisis del estado de bienestar, y las principales reformas educativas 

en España, a través de los preámbulos de las leyes. Veremos cómo por un lado, la igualdad de 

oportunidades y la equidad, y por otro, la eficacia, de la calidad y la competitividad, son dos 

dimensiones que se recogen en todas las leyes educativas, aunque los objetivos y propuestas 

de las distintas reformas no se pueden entender sin tener en cuenta el contexto político, social 

y económico en el que se desarrollan. El análisis de las reformas educativas en España desde 

los años 70 hasta la actualidad muestra la evolución misma del sistema educativo que pretende 

adaptarse, contradictoriamente, a una cambiante sociedad, esencialmente desigual y con el 

cometido de garantizar la igualdad de oportunidades.  

 

9.1. Estado de Bienestar y la Educación  

El Estado de Bienestar es un fenómeno localizado en los países capitalistas desarrollados. Se 

caracteriza por la decisiva intervención y participación del Estado tanto en la actividad 

económica como en el ordenamiento social.  

Dos objetivos básicos: - estimular el crecimiento económico sostenido; - alcanzar un nivel 

creciente de bienestar social (mínimo de bienes y servicios para todos los miembros de la 

sociedad), son dos objetivos que debe garantizar el estado. El Estado de Bienestar es la 

respuesta del capitalismo desarrollado a la crisis económica y política de la posguerra (2ª G.M.) 

con el fin de garantizar la satisfacción de dos necesidades básicas y contradictorias del 

capitalismo: acumulación y legitimación. 

¿Cómo ha contribuido la educación a la paz social (legitimación) y al crecimiento económico? 

la influencia de la educación ha sido notable en la socialización de los individuos en los valores 

y como institución a la que se desvían todos los problemas de la “buena sociedad”. 

Tres funciones básicas para la escuela (Bowles & Gintis, 1985): - coadyuvar a integrar a la 

juventud en los diversos papeles exigidos por la economía y por la forma democrática de 

gobierno; - conseguir que la desigualdad (inevitable y necesaria) sea justa; -estimular el 

desarrollo psíquico y moral del individuo. 



 
El sistema educativo: lugar donde todo el mundo tiene su oportunidad y en el que se realiza el 

proceso objetivo de selección. Lugar en el que se ayuda a eliminar las diferencias injustas en 

la distribución de los papeles sociales y de la renta, consiguiendo una redistribución más 

igualitaria de la renta. 

La educación bajo estos presupuestos jugó (juega) un papel importante en la legitimación y 

consenso en torno a la bondad de las democracias industriales y capacidad para 

atenuar/eliminar los conflictos sociales inherentes al capitalismo. 

Pero, como decíamos, la educación también ha contribuido al crecimiento económico. La teoría 

del capital humano ha ayudado a extender la premisa económica de la educación, dicha teoría 

entiende la educación como una inversión, como una forma de capital. Schultz (1983) y Becker 

(1983), autores representativos de esta teoría, plantean que los costes necesarios para adquirir 

más educación, constituyen una inversión en la capacidad de ganancia futura. Por tanto, la 

educación es el primer canal de movilidad social, abierto a todas las familias y alumnado que 

estén dispuestos a realizar un cálculo racional.  

La desaceleración del crecimiento económico no ha implicado (en los distintos momentos de 

finales del siglo XX y las crisis de las décadas del s.XXI) un cuestionamiento de las dos 

funciones apuntadas: legitimación y crecimiento económico. Las políticas de ajustes y 

reducción del gasto público han ido acompañadas de un papel activo por parte del Estado en la 

creación de las condiciones adecuadas de acumulación (déficit público, contención salarial, 

flexibilidad en el mercado de trabajo…). Se instalan palabras mágicas que se usan 

insistentemente, tanto en la política económica como en la educativa: ajuste, mercado, 

eficacia… 

El capital ha hecho valer su poder y ha impuesto (en diferentes grados) políticas de ajuste que 

han disminuido los gastos sociales del Estado y han devuelto protagonismo al Mercado y al 

Individuo. Renacimiento del liberalismo y del individualismo: los problemas no son sociales 

sino individuales y es el individuo quien debe resolverlos (autoempleo, buscarse la vida, 

emprendedores…).  

Veamos esta evolución a través de las diferentes y principales leyes educativas en España.  

 

9.2. Las reformas educativas en España, desde los años 70 hasta la actualidad 

Nos centraremos en las leyes que, como dice Cabrera (2016) tratan de servir a modelos de 

sociedades existentes o deseables. Revisando encontramos como premisas constantes: la 

igualdad de oportunidades o equidad, la adecuación de la educación al empleo; la búsqueda de 



 
la calidad; el profesorado como agente activo y en los últimos años un avance importante de 

los procesos de evaluación y rendición de cuentas, a través de la expansión de las políticas 

internacionales (por ejemplo, PISA).  

Además, un elemento presente en todas las reformas es el idealismo (Martín Criado, 2004) que 

está en la base de las concepciones sociales y políticas sobre la educación. A la educación se 

le exige la solución de problemas económicos, políticos y sociales que no son abordados en los 

ámbitos específicos donde estos problemas se generan.  

Durante el período de los años 50 hasta los 90 del siglo XX se aceptaba por parte de las 

sociedades el principio meritocrático, basado en el supuesto de que “la desigualdad es un valor 

social fundamental y, más aún, la desigualdad asociada a méritos diferenciados y socialmente 

reconocidos de las personas y los grupos que redundan en posiciones desiguales bastante 

estables y la ilusión de la circulación por esas posiciones mediante logros individuales cada 

nueva generación” (Cabrera, 2016: 178). Que el éxito y fracaso educativo está fuertemente 

asociado a los contextos socioculturales del alumnado no cuestiona las creencias hegemónicas 

que coinciden en asociar el éxito educativo a la capacidad, la inteligencia, el esfuerzo, la 

actitud, la motivación, las expectativas o la voluntad del individuo.  

La ley General de Educación de 1970 es la primera reforma que cubre la totalidad del sistema 

educativo. Se trata del primer intento de la dictadura franquista para adaptar el sistema de la 

educación formal a las nuevas realidades del desarrollo económico y la crisis de legitimidad 

(Puelles Benítez, 1980). Es un intento por adecuar el sistema educativo a los requerimientos de 

los intereses de acumulación de diversos sectores dominantes del capital en el contexto de los 

60. Por tanto se trataba de buscar, por parte de los tecnócratas del régimen, un nuevo marco de 

aceptación de la dictadura por parte de amplios sectores, como clara estrategia de legitimación.  

Si bien los países desarrollados habían avanzado en sus sistemas educativos a partir de los años 

50, España asume las premisas de la igualdad de oportunidades y la adecuación de la educación 

al mercado de trabajo a partir de esta ley. Se reconoce la función docente del estado y se 

produce una innovación fundamental: la generalización de la educación básica para toda la 

población hasta los 14 años, por apuntar un dato, en 1951, la tasa de escolarización de la 

población de 6-13 años era del 50%. En el preámbulo de la ley se destaca la finalidad 

democrática de la misma en el sentido de extender la educación. 

“El marco legal que ha regido nuestro sistema educativo en su conjunto respondía al esquema 

ya centenario de la Ley Moyano. Los fines educativos se concebían de manera muy distinta en 



 
aquella época y reflejaban un estilo clasista opuesto a la aspiración, hoy generalizada, de 

democratizar la enseñanza” (LGE Preámbulo, p. 5). 

A pesar de ello, no debemos olvidar que todavía la iglesia y el estado van juntos, y se proclama 

la única escuela posible: la escuela nacional-católica.  

Es en La Constitución de 1978, donde se articula el derecho a la educación y la libertad de 

enseñanza, en su artículo 27. De un lado, la educación entendida como derecho fundamental 

de todas las personas; derecho de los padres a que sus hijos e hijas reciban formación religiosa 

y moral; y a que participen en el control y gestión de la enseñanza. Por otro lado, la libertad en 

la creación de centros; libertad y pluralismo ideológico y libertad de cátedra. 

La LODE (1985) supone la ejemplificación y concreción de los preceptos constitucionales 

apuntados: derecho a la educación; libertad de enseñanza; participación de padres, profesores 

y alumnado en los Consejos Escolares. Pero sobre todo con esta ley se configura un modelo de 

escolarización dual, poco cuestionada y que se extiende hasta la actualidad. Red dual sostenida 

con fondos públicos: Privada concertada y pública. Red que garantiza total gratuidad en 

enseñanza obligatoria, existencia de centros privados en régimen de mercado. La batalla de la 

financiación la ganó la enseñanza privada, aunque esté formalmente controlada por los poderes 

públicos. No existe una escuela única estatal.  

Dos redes que en la práctica constituyen dos ofertas educativas diferenciadas, con presupuestos 

educativos, organización, funcionamiento y consumidores potenciales dispares. Se trata de un 

modelo educativo donde está presente la iniciativa privada en la educación obligatoria, la 

religión en la oferta educativa de los centros públicos y financiación pública de la iniciativa 

privada para establecer un mercado de ofertas educativas teóricamente a elegir por los 

consumidores.  

Es en 1990 cuando se aprueba la LOGSE, constituye la primera reforma amplia del sistema en 

el período democático. Dicha ley contiene un proyecto educativo que se autodefine como 

progresista, que tiende a satisfacer las demandas específicas de una sociedad altamente 

avanzada, constitucionalmente democrática y culturalmente plural (reconocimiento de la 

diversidad histórica y cultural que se manifiesta en las nacionalidades históricas). A partir de 

esta ley se instaura la obligatoriedad de la escolarización hasta los 16 años (se pasa de los 14 a 

los 16).  

Predomina un intento por conciliar la Igualdad de Oportunidades con respecto a las diversidad 

individual, definida psicológicamente como la capacidad y motivación para aprender. Aunque 



 
las peculiaridades individuales resultan ser un cajón donde se esconden diferencias sociales y 

culturales. 

A partir de la LOE (2006) la gramática cambia y aparece insistentemente la necesidad de 

combinar calidad con equidad, las evaluaciones internacionales y el valor creciente de la 

información y el conocimiento para el desarrollo económico y social (sociedad del 

conocimiento), así como la exigencia de un sistema educativo más flexible (caminos de ida y 

vuelta hacia el estudio y la formación).  

Como balance, todas las reformas educativas de la democracia se han situado sobre la premisa 

de adecuar la educación a las necesidades del desarrollo económico (es decir, del mercado 

laboral). En esta línea, la última ley aprobada LOMCE (2013) avanza un paso, abandonando 

definitivamente la alusión al derecho a la educación y al valor de ésta como bien personal y 

social, y enfatizando la rentabilidad y el acomodo a los intereses del mercado. En un enfoque 

exclusivamente economicista, la LOMCE considera la educación, directamente y en primer 

lugar, como “motor de la competitividad de la economía y prosperidad del país”, que 

supuestamente reporta a los individuos el instrumento para “abrirse las puertas a puestos de 

trabajo”, en relación con la idea de empleabilidad, de la que les hace responsables.  

La educación, como cualquier otro bien o mercancía, es un servicio (se elimina incluso 

formalmente lo de “público”) que pueden prestar cualesquiera agentes a sus beneficiarios o 

clientes y en todo tipo de relaciones y estructuras. Es decir, un mercado abierto a la regulación 

y financiación tanto pública como privada sometido a las leyes de la oferta/demanda y de la 

competencia, como cualquier otro servicio.  

Desarrollo de un proceso creciente que intenta corresponsabilizar a la sociedad civil respecto a 

lo que resulte de la educación institucional. Compromiso voluntarista del profesorado y del 

alumnado junto a una intensificación del papel de las familias para evitar y resolver los 

problemas educativos. 

“Llegamos así, a una indiscriminada y diluida responsabilidad de todos y de nadie en la que el 

Estado y los gobiernos solo son un actor más que cumple con coordinar dispares iniciativas, 

procesos, propuestas y decisiones de actores diversos de la sociedad civil que, al final, debe 

arbitrar el mercado” (Cabrera, 2016: 195).   
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